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Encontrándose en esta Sede la presente actuación constitucional para 

resolver la impugnación instaurada por la señora Zuelking Jane Buitrago Morales 

frente a la sentencia de primera instancia proferida el once (11) de septiembre de 

dos mil veinte (2020) por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Cúcuta dentro de 

la presente acción constitucional de tutela promovida por la impugnante, en nombre 

propio, en contra de la Comisión Nacional del Servicio Civil (en adelante CNSC) y la 

Universidad Libre de Colombia - sede Bogotá (en adelante U. Libre – Bogotá), trámite al que 

igualmente se ordenó vincular a la Alcaldía Municipal de Cúcuta, la Comisión 

Nacional del Servicio Civil - Territorial Norte y la Universidad Libre - Seccional 

Cúcuta, sería del caso proceder a ello si no se advirtiera un vicio procesal que 

impregna de nulidad todo lo actuado en primera instancia, no saneable en este 

nivel. 

 

En efecto. La discusión planteada con el presente reclamo constitucional, 

conforme al libelo introductorio1, está supeditada a la controversia que formuló la 

accionante frente a las resultas de la etapa de “prueba de conocimientos básicos y 

funcionales” para el para el cargo “Profesional Universitario, Código 219, Grado 3 

 
1 Folios 3-11 del cuaderno de primera instancia digitalizado. 
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– OPEC 79629” dentro de la Convocatoria 826 de 2018 – Territorial Norte ofertado 

por la Comisión Nacional del Servicio Social – CNSC. Dice que la presunta 

vulneración de sus derechos fundamentales por parte de la CNSC y la U. Libre – 

Bogotá, está relacionada con el hecho de no cualificar la totalidad de los 

documentos aportados en la etapa de “valoración de antecedentes”, especialmente 

el diploma que la acredita como Especialista Universitario en Gestión de Empresas, 

pues considera que ese título cumple las exigencias dispuestas para el cargo 

ofertado (Profesional Universitario, Código 219, Grado 3 – OPEC 79629) dentro del mencionado 

concurso. En ese sentido solicita2 por esta vía judicial se ordene a los organismos 

demandados modificar el “estado de no válido del título de Especialista Universitario 

en Gestión de Empresas” asomado para el cargo que se postuló, y “realizar la 

recalificación de la puntuación” para el empleo “sumando el puntaje pendiente por 

el título (…) aportado”, procediendo a variar la “lista de elegibles realizando los 

ajustes derivados de la modificación solicitada”. 

 

En ese orden, si bien la juez de tutela cuando admitió3 la acción 

constitucional notificó a los accionados y al vinculado ya relacionados, no percató 

la necesidad del pronunciamiento de otras personas que podrían verse afectadas, 

como lo son los demás integrantes de la lista de personas que existen para proveer 

la vacante en el cargo “Profesional Universitario, Código 219, Grado 3 – OPEC 

79629 perteneciente a la Alcaldía Municipal de Cúcuta” en la Convocatoria 826 de 

2018 – Territorial Norte, ofertada por la Comisión Nacional del Servicio Social – 

CNSC, dado que en la contestación4 la CNSC hizo ver que “el proceso de selección 

No. 826 de 2018 – Territorial Norte, se encuentra en etapa de conformación de 

listas de elegibles”. Luego, al desconocer la funcionaria de primer nivel tal situación 

fáctica, truncó a los restantes el ejercicio del derecho de defensa y contradicción de 

aquellos. 

 

Véase que para lograr ese objetivo, esto es, dar a conocer a la totalidad de 

los integrantes el trámite de la presente acción de tutela, era imperativo para el 

 
2 Folio 8 del cuaderno de primera instancia digitalizado; acápite denominado “PRETENSIONES”. 
3 Folios 16-18 del cuaderno de primera instancia digitalizado; auto fechado 31 de agosto de 2020. 
4 Folios 97-110 ibidem. 
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juzgador primigenio acudir ante las entidades encartadas para que a través de su 

conducto se realice la respectiva notificación. 

 

Así las cosas, se subvirtió integrar la totalidad de los sujetos procesales, 

debiendo tenerse muy presente, como lo ha reiterado la H. Corte Constitucional, 

que “cuando el demandante no integra la causa pasiva con todas aquellas 

entidades cuyo concurso es necesario para establecer la presunta amenaza o 

violación de los derechos alegados, es deber del juez constitucional proceder a 

su vinculación oficiosa a fin de garantizarles su derecho a la defensa y, en ese 

contexto, permitirle a la autoridad establecer el grado de responsabilidad que les 

pueda asistir en los hechos que son materia de controversia” 5 (Se resalta), pues de su 

plena observancia (correcta identificación y vinculación) depende no sólo la garantía del 

derecho de defensa sino también la posibilidad de establecer el grado de 

responsabilidad que les asista en los hechos materia de controversia 

constitucional6. 

 

Se colige entonces, que, en la actuación del primer nivel, debido a la falta de 

notificación de terceros con interés en las resultas de la acción, siendo evidente 

su interés directo en el trámite, se ha generado la causal de nulidad contemplada 

en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso, conculcando con tal 

proceder el debido proceso y el derecho de defensa de quienes fueron parte en el 

proceso en discusión. 

 

Sobre el punto, el Tribunal Constitucional ha sostenido: 

 

“En distintas oportunidades, este tribunal ha hecho énfasis en la necesidad de 
notificar a todas las personas directamente interesadas, partes y terceros con 
interés, tanto la iniciación del trámite que se origina con la instauración de la acción 
de tutela, como la decisión que por esa causa deba adoptarse, pues ello se 
constituye en una garantía del derecho al debido proceso, el cual, por expresa 
disposición constitucional, aplica a todo tipo de actuaciones judiciales o 
administrativas (C.P. art. 29). 
 

 
5 Auto 007 de 2003 reiterado en Auto 147 de 2005, entre otros. 
6 Artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 5 del Decreto 306 de 1992. 
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“Ha dicho sobre el particular que, aun cuando el trámite de la acción de tutela se 
caracteriza por ser breve, sumario e informal, ese proceso constitucional no puede 
desarrollarse sin la participación de la autoridad pública o del particular contra quien 
se dirige la acción, y tampoco sin la presencia de los terceros que tengan un interés 
legítimo en el mismo, pues es imposible conceder o negar la protección 
constitucional a quien no está legitimado por activa, y tampoco pueden emitirse 
órdenes vinculantes en contra de quien no está legitimado por pasiva. En el Auto 
028 de 1997, la Corte hizo claridad sobre el punto al sostener que: 
 
“Ser oído en el proceso de tutela es derecho fundamental de rango 
constitucional que asiste no solamente a quien aparece como demandado, 
tanto si es un funcionario o entidad estatal como si se trata de un particular, 
sino a quien, sin ser parte, puede resultar afectado por la decisión que se 
adopte como culminación del especialísimo trámite consagrado en el artículo 
86 de la Constitución”. 
 
“En el Auto 364 de 2010, esta Corporación reiteró: 
 
“Según se infiere de las normas anteriores, las decisiones que profiera el juez 
de tutela deben comunicarse al accionante, al demandado y a los terceros que 
pudieren verse afectados, con el fin de que éstos tengan conocimiento sobre 
las mismas y puedan impugnar las decisiones que allí se adopten”. (…). 
 
“En consecuencia, el juez constitucional, al momento de ejercer su competencia, 
está obligado a integrar en debida forma el contradictorio, vinculando al proceso de 
tutela no solo a quienes hayan sido demandados sino también a las personas que 
tengan un interés legítimo en la actuación y puedan resultar afectadas con las 
decisiones que allí se adopten”7 (Se resalta y subraya). 

 

Siendo así las cosas, fuerza concluir que resulta inviable emitir 

pronunciamiento sobre la impugnación impetrada como quiera que el trámite de 

tutela no se adelantó con el lleno de las garantías legales y constitucionales 

previstas para salvaguardar el debido proceso, lo que acarrea que deba anularse8 

la totalidad del procedimiento, esto es, a partir de su admisión inclusive, y por ende 

la sentencia de primera instancia, manteniendo la validez de las pruebas asomadas 

al plenario, a objeto de que se vincule en debida forma a los demás integrantes 

de la lista de personas que existen para proveer la vacante en el cargo “Profesional 

Universitario, Código 219, Grado 3 – OPEC 79629 perteneciente a la Alcaldía 

Municipal de Cúcuta” en la Convocatoria 826 de 2018 – Territorial Norte, ofertada 

por la Comisión Nacional del Servicio Social – CNSC. 

 

 
7 Corte Constitucional, Auto 025 A de 2012 
8 En aplicación del numeral 8º del artículo 133 del CG del P, y conforme la jurisprudencia constitucional. 
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Ante tal circunstancia se ordenará la devolución del expediente al juzgado 

de origen con el propósito de que se adopten los correctivos del caso y se surta 

adecuadamente la notificación correspondiente. 

 

Por las consideraciones expuestas, la suscrita Magistrada Sustanciadora, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de todo lo actuado en la presente 

acción constitucional, a partir del auto que admitió el trámite de primera instancia 

de fecha 31 de agosto de 2020 inclusive, abarcando la sentencia de primera 

instancia, con el fin que se proceda a surtir en debida forma la integración de la 

causa, conforme a lo expuesto en la parte motiva. 

 

En cuanto las pruebas obrantes en las presentes diligencias conservarán la 

validez en los términos del inciso 2º del artículo 138 del Código General del 

Proceso. 

 

SEGUNDO: DEVOLVER la totalidad del expediente allegado por el 

JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA, para que se proceda en 

la forma expuesta en la parte motiva de esta providencia realizando en modo 

correcto la notificación deficiente. 

 

TERCERO: NOTIFÍQUESE a las partes intervinientes por el medio más 

expedito y eficaz el presente proveído. Por Secretaría expídase las respectivas 

comunicaciones aquí ordenadas, dejándose la constancia de rigor. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 


